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NI,M. DE REGISTRO: L089/93

ASIINTO: Recurso de amparo promo-

vido por doña Inmaculada Sancho

Cogo l l os .

SOBRE: Sentencia de la Sala Se-

gunda del Tribunal Supremo de 23

de febrero de 1993,  en eI  re

so de casación núm. L054/91 i

terpuesto cont,ra Sentencia

Audiencia Provincial de Vale

de 25 de febrero de 199L,

deli t ,o de cohecho.

ha acorLa Sección, en el asunto de referencia,

dictar en virtud del art,. 50, apartado 3, de la Ley

este Tribunal el siguiente

orgánicp de

AUTO

I. A}ITECEDENTES

L. Por medio de escrito presentado en el- Juzgado de

Guardia el 5 de abril de 1993, don Leopoldo Puig y Pérez de

Inestrosa, Procurador de los Tribunales y de doña Inmaculada

Sancho Cogolloe, interpone recurso de amparo contra La Senten-

cia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 23 de febrero de

l-993, en eI  recurso de casación nún. L054/9L interpuesto contra

Sentencia de la Audiencia ProvinciaL de Valencia de 25 de fe-

brero de 199l", sobre delitcl de cohecho.
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2. De la demanda de amparo se desprenden, en sfntesis,

los s iguientee hechos:

a) Como consecuencia de una serie de vicisitudes acae-

cidas durante la redacción y aprobación del Plan General de

Ordenación Urbana de Calpe, don Javier Garcfa Pérez y su socio

don Asencio Pastor Mompó pusi-eron en conocimiento de doña Marfa

Blanca Blanquer Prats, Directora General de Urbanismo de

Consellerfa de Obras Púb1icas, Urbanismo y Transportes (

de la Generalitat Valenciana, supuest,as irregularidadee

das por funcionarios adscritos a dicha Dirección General.

Marfa Blanca presenta denuncia de tales hechoe el 22 de novi

bre de 1989 ante el Fiscal Jefe deL Tribunal Superior de

cia de la Comunidad Valenciana, incoándoee eobre los mismo

22 de noviembre de L989 1as Dil igencias de Investigación P

núm.  96 /89 .

b) EI 23 de noviembre de 1989, mediante Decreto

Fiscal Jefe del TribunaL Superior de Jueticia resuelve ofi

aI Sr. Juez de Guardia para que autorizase la intervencj-

Los números de teléfonos que se indicaban en distintos of

de1 Ministerio Fiscal, de fechas 23 y 29 de noviembre de

aduciendo "ger alt,amente conveniente".

el-

iar

de

oa

8 9 t

c) En virtud de las mencionadas solicitudes, los Jrfzga-

dos de Inst,rucción núms. 8, 9, 15 y 2 de Valencia, de Guar{ia a

La sazón, incoaron las Dil igencias Criminales Indeterminadas

23L/89 |  430/89, 332/89 y 216/89, respect ivamente,  y en Autos de
23 de noviembre de 1989, 29 de noviembre de 1989, 29 de dj-c ien-

bre de 1989 y 23 de noviembre de L989, accedieron a lo sol ic i -
tado, oficiando al Delegado Provincial de la Telefónica aI ob-
jeto de que se procediera a la intervención de los teléfonos
que se reseñaban. I¡a int,ervención decretada inicialmente por 30

dfasr sé prorroga en algunos caaos por igual perfodo, hasta que

por el Minist,erio Fiscal se solicita el cese de Ia interven-

ción, que es acordada por Autos de 1os Juzgados mencionados.
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d) Remit,idas Las grabaciones y transcripciones efectua-

das por la Policfa Judicial, el Ministerio Fiscal siguió prac-

ticando dil igencias. Cuando consideró agot,ada la investiga-

ción, formulé querella criminal ante la Sala de lo Civil y Pe-

naL del Tribunal Superior de Justicia, dando lugar a Las Dil i-

gencias Previas nr1m. L/90, y dedujo teetimonio de parte de 1o

act,uado remitiéndolo aL ,Juzgado de Instrucción Decano de Va1qn-

cia para su reparto, habiendo correspondido al Juzgado de I+F-

trucción nrlm. 2 | que instruyó lae Dil igenciae núm. 387 /90.

e) La demandante de amparo y otroer €tr escrito de

de marzo de 1990,  so l ic i taron la  dec larac ión de i legal i

anticonstit,ucionalidad de las intervenciones telefónicas y

regist,ros efectuados. El ,Juzgado de Instrucción nún. 2 de

lencia, por Auto de L5 de marzo de L990, deeestima tal

ción, inLerponiéndose oportunament,e recurso de reforma, á1

no se da lugar por Auto de 27 de marzo de 1990. Inte

recurso de queja ante }a Audiencia Provincial de Valencia,

desestimado por la Sección Primera en Auto de L6 de mayo

1990.

f )  EL  B  de  jun io  de  L990 , la  represen tac ión  de

actora interpuesto recurso de amparo (r .a,  L465/90, contra

resolucionea anteriores, que fue desest,imada por la Sección
gunda de Ia SaIa Primera de este Tribunal mediante el

60/L993,  de 25 de febrero de L993,  a l  coneiderar lo  prematu

no cumplirse eI principio de subsidiaridad.

g) Con fecha 25 de febrero de L99L, la Sección Primera

de Ia Audiencia Provincial de Valencia dicta Sentencia en el

procedimiento abreviado núm, 260/90, por la que ee condena a la

hoy recurrente y otros a la pena de mult,a de quinient,ae set,enta

y cinco mi1 peeetas, como autora responsable de un deli to in-

tentado de cohecho del art,.  390 del Código Penal.

3z+
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h) Interpuesto recurso de casación, la Sala Segunda del

Tribunal Supremo dicLa Sentencia eI 23 de febrero de 1993, de-

clarando no haber lugar aL miemo y confirmando la recurrida.

3. La representación de Ia actora considera que las

resoluciones recurridas vulneran los derechos a Ia igualdad

(a r t .  18 .1  y  2  C .E .  ) ,  a  La  tu te la  jud ic ia l  e fec t i va  y  a  la

sunc ión  de  i nocenc ia  (a r t .  24  C .E . ) ,  y  a  l a  l ega l i dad  pe

(a r t . 25 .L  C .E . ) .  A l ega  a l  r espec to ¡  güé  se  ha  p roduc ido

criminación at no aplicarse de la misma manera la doct,rina s

tada por 1a SaIa Segunda en su Auto de LB de junio de 1

( "caso Naseiro" ) a un supuesto con identidad en la forma de

tuar el órgano instructor en cuanto a la validez de las in

vencionee teLefónicas y, por el lor B€ ha producido viola

de l  a r t .  14  C .E .

92

c-

r-

ión

i -

es

En cuan to  a  l a  vu lne rac ión  de l  a r t .  18  de  l a  C .E . r lma-

nif j-esta que en los registros telefónicos se han incumpf-ido

Ios requis i tos eetablecidos en eI  ar t .  579 de la LECr.  Alpga,

eu€r a su juicior no exist,fan ni un procedimiento penal prpvio

(ya que sóLo se tramitaban Dil igenciae de Investigación
por el  Minister io Fiscal ,  según 1o establecido en eI  ar t . l  785

de la LECr. y Dil igencias Criminales Indeterminadas), ni

cios de responsabil idad criminaL, para cuya observancia

suficiente la simple comunicación de un relato ein justif ica-

ción alguna, gü€ ea lo que represent,a , a au juicio, la denun-

cia de La Dirección General de Ia COPUT; t,ampoco se ha realiza-

do la adopción de la decisión pertinente mediante Auto, necec¡a-

riament,e mot,ivado, de acuerdo con los arte . 441 LECr. y 248.2

LOP;I. Por úl-t imo¡ B€ sostiene que 6e han infringido los crite-

rios de control judicial en la selección, proporcionalidad y

originalidad y fidelidad de Las grabaciones. En este sentido,
señala que es necesar io,  que sea el  Juez quien dir i ja y

controle el desarrollo de la práctica de la intervención tele-

fónica,  c i rcunstancia guér a su ju ic ior  no ae produjo,  ya que

fueron la Policfa y eL Minist,erio Fiscal quienee si-guieron el

3?-(
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sietema que consideraron oportuno en cuanto a la observación,

selección y registro de las conversaciones; añade que la

interceptación t,eLefónica no debe adoptaree en relación con

cualquier cLase de delito, sino que debe ponderarse con crit,e-

rios de proporcionalidad la concurrencia del derecho fundamen-

t,aI al secreLo e int,inidad de las comunicaciones y del interés

de una invest,igación eficaz de Las conductas que merecen un re-

proche penal. EIIor €rr definit iva, acarrea que las pruebas a

obtenidas deban ser reput,adas de inadmisibles y no pueden con{-

tituir prueba de cargo, vulnerándose eI cont,enido del art. 14
c.E. (derecho a la tutela judic iat  efect , iva y a Ia presuncipn

de inocencia),  más, s i  como a su ju ic io sucede, las Sentencips

están faltas de motivación. Por úIt, irno, centra eu queja en difs-

crepar de la incardinación que hacen lae Sentencias recurri{as

de los hechos que consideran probados en el t ipo penal apli

do, concluyendo con la afirmación de que se ha conculcado
pr inc ip io  de  l ega l i dad  pena l  (a r t .  25  C .E .  ) .  Po r  t odo  e l l o ,

licit,a de este Tribunal que otorgue el amparo y declare la

I idad de lae Sentencias impugnadas. Por ot,rosl solicita Ia sFB-

pensión de la ejecución de la pena impueet,a.

4,  Por  Prov idencia de 26 de abr i l  de L993,  Ia  Se

Segunda (Sala Primera) de este Tribunal acuerda otorgar un

zo de diez dfas a la sol icitante deL amparo para gü€¡ dentr

dicho término, acredite mediant,e cert,ificación expedida po

Secretario del Tribunal Ia fecha de notif icación a su

t,ación legal de la Sentencia del Tribunal Supremo. En

miento de la misma, el L0 de marzo de 1993 t iene ent,rada en el

Registro GeneraL de este Tribunal el eecrito de1 Procurador Sr.

Puig y Pérez de Inestrosa, al que se acompañaba la

ciert i f  icación requerida.

5.  Por

acuerda tener

los dispuesto en eI  ar t .  50.3 de la  Ley orgánica del

Constit,ucional, conceder un plazo común de diez dfas
t,erio Fiscal- y a la solicit,ante del amparo, para que

)>7

ct-

e l

ón

1a-

de

el-

Providencia de 9 de ju l io  de L993,  la  Sección

por recibido eL anterior eecrito yt a tenor de

Tribunal

al  Minis-

dentro de
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dicho término aleguen 1o que estimen pertinente en relación con

1a poeible existencia del siguiente mot,ivo de inaünisión: care-

cer 1a demanda manifiestamente de contenido que juetif ique una

decisión por parte de est,e Tribunal Const,itucional, de confor-

midad con 1o prevenido en eI art. 50.1 c) de la citada Ley Or-

gánica.

6. En escrit,o deL Fiscal ant,e eI Tribunal Conetitucio-

nal ,  de 23 de ju l io de L993r s€ sol ic i ta la recLamación de I

antecedentes judiciales a f in de informar con más fund

sobre el asunto, con suspensión del tránite conferido.

7. Por Providencia de 20 de septiembre de L993, la Se

ción acuerda, conforme se solicita por el Ministerio Fiscal

con suspensión del trámit,e conferido en Providencia de nueve
julio pasado, a tenor de los dispueeto en el art. 88 de

LOTC, l ibrar comunicación a la Sección Primera de Ia Audien

Provincial de Valencia, para que en e1 t,érmino de diez dfas

mita test,imonio del Procedimient,o Abreviado 260/90 del Juzg

de Inst,rucción nr1m. 2 de Valencia y del Rollo de Sala 9L/

especialmente de cuant,as dil igenciae ae refieren a las in

venciones t ,e lefónicae y eI  acta del  ju ic io oral .

8. Por Providencia de 3 de noviembre de L993,

ción acuerda tener por recibidas Las actuaciones que 6e

por La Sección le de la Audiencia ProvinciaL de Valencia. A

nor de 1o dispuesto en el  ar t .  50.3 de 1a Ley Orgánica de1

bunal Const,itucional, con vieta de las actuaciones recib

se concede un plazo de diez dlas aL Ministerio Fiscal, para

dentro de dicho t,érmino, y conforme se acordó en la Provi

de 9 de julio de 1993, alegue 1o que estime procedent,e en rela-

ción con el siguiente motivo de inadnisión: carecer la demanda

manifiestamente de contenido que just,if ique una decisión por

parte de este Tribunal Constitucional, de conformidad con Io
prevenido en eL art .  50.1 c)  de la c i tada Ley Orgánica.

a

a

IaS

remi

3 3o
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9. La representación de 1a actora, en su escrito de

alegaciones recibido eL 28 de julio de 1993 en el Registro Ge-

neral de este Tribunal, viene a reproducir, est,a vez

sintéticamente, loe argumentos anpliamente vertidos en su ea-

crito de interposición de Ia demanda de amparoi insist,iendo en

que el contenido de Ia demanda justifica plenamente una deci-

10.  En Eu escr i to  de a legacionee,  reg is t rado eI  1-8

noviembre de 1993, €f Fiscal ante el Tribunal ConsLituc

esLima que la demanda de amparo carece de cont,enido const,i

cj-onaL y t en consecuencia, procede dictar Auto de inadnisi

trámit,e. Señala al respecto gü€r baeta ]a lectura de Jas

tencias de inst,ancia y de casación, y 1a consulta de los a

cedentesr €n esencia,  cuantas di l igencias se ref ieren a las

t,ervenciones telefónicas para comprobar de modo inequfvoco

ext,remos fundamentales: ante t,odor er€ las dil igenciae de

t,ervención telefónj-ca, tanto en la motivación de fas resol-u

nes como en 1o que se refiere aI cont,rol judicial peri

como aI rigor observado en la aportación a los autos y

proporcionalidad de 1a medi-da, se llevaron a cabo con es

Ioso respeto de los derechos constitucionales de los af

y t por ot,ra parte, gü€ La recurrente ha obt,enido cumplida f ma-

tj-zada respueet,a a sus quejas, tanto en la Sent,encia de in{tan-

cia, como en }a gue puso fin al recurso de casación. Todo lello
pone de manif iesto,  a ju ic io del  Minister io Fiscal ,  güé }d de-

manda no pret,ende sino plantear au tesis, por tercera vezt en

est,e caso ante el TribunaL Constitucional, provocando una ter-

cera Sentencia sobre 1o que ya ha sido resuelto por el Tribunal

Supremo y la Audiencia Provincial de Valencia, con aplicación

rigurosa de la doctrina jurisprudencial de est,e Tribunaf.

Señala eI Mj-nisterio Fiscal güér como resulta de las

Sentencias al-udidas, especialmente de l-a dictada en instancia
-vid. Fundament,o Jurfdico Primero-, exiet,ió motivación sufi-

cienLe en las resoluciones que acordaron las intervenciones,

ciertamente limitada, pero congruent,e con el estado de la in

e

T

a

e

n

n-

lo-

ico

1a
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vestigación, apenas iniciadar gü€ poco mae hubiera permitido y

bastante para amparar, desde la perspectiva const,itucional, la

l in i tación del  derecho en juego (SSTC L74/L987, L9/L9891¡ hubo

plena legalidad procesal, en cuanto que las medidas se adopta-

ron, a petición del Fisca1 y en el cureo de dil igencias de in-

vestigación penal, pract,icadas previa denuncia y de conformidad

con 1o que establece el art. 5 deL Estatuto Orgánico¡ por los

Juzgados de Inst,rucción competentes; el examen de los antece-
l ,

dent,es no permite afirmar que no hubiera control judicial 
l lde

Ias intervenciones, Di que 1a conservación y copia de las nF"-
baciones no fueran correctas y, por úItimo, Ia gravedad de 

P""
hechosr €n si mismos y en su proyección hacia la cualif icaclión

de 1os autores, evidencian la proporcionalidad de la medidf y

su evidente necesidad para el buen fin de Ia invest,i< l '
Jacron Fr"

se in ic iaba. 
I

i
Por 1o demás, continrla el Fiecal, tampoco las afffa-

ciones de vulneración de Los principios de legalidad sanciffra-

dora y de igualdad, ofrecen un contenido const,itucional quef pe-

mande una Sentencia sobre e1 fondo. En cuanto a la fegal[pad' l

sancionadora, la protesta que hace Ia recurrente respecto a{ fa

incorrecta interpretación y aplicación indebida del- art,. 
PrO

del Código Penalr €6 problema que afect,a a la extensión 
F"t

tipo y a 1a subsunción de los hechos bajo é1, en todo caso, lr"-
dada al recurso de amparo como, entre otros, declara el lo*a

t

606/L985, que proclama la compet,encia exclueiva de los órefos

de 1a jurisdicción en 1o que se refiere a fa "tipif icaciónl de

los hechos". Por fin, en cuanto a la vulneración del derechp a

la igualdad que proclama el  ar t .  L4 de la C.E. r  €6 c laro,  a
juicio del Fiscal, güe la recurrente no eetablece una compara-
ción correcta a efectos constitucionaLes: se trata de situacio-

nes distint,as, hechos diversos, órganos igualmente dist,intos,
que no permit,en afirmar con fundamento la existencia de

"situaciones efectivamente comparables" como exige la doct,rina

de este Alto Tribunal. En conclusión, int,ereea la inadnisión

del recurso de amparo por falta de contenido const,itucional.

331-,-
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rr. FIrNpauENTos JURrD"rcqs

1. una vez examinadas las alegacionee expuestas por la

representación procesal de La actora y por el Ministerio Fis-

cal ,  Ia Sección se rat i f ica en su in ic ia l  ju ic io,  puesto de ma-

nifiest,o en nuestra Providencj-a de 9 de jutio de 1993, de {u"
la demanda de amparo carece de contenido bastante que just,ifi-

que una resolución sobre su fondo en forma de Sentencia Por
parte de esLe Tribunal.

2. Alega la actora el caráct,er de prueba prohibida de

las "escuchas telefónicas" por haberse cometido determi s

irregularidadesr €rr su opinión cont,rarias a la jurispr La

o gdel TEDH, contenida fundamenta.Lmente en las Sentencias de

casog HWING Y KRUSLIN.

Es te  T r ibuna l  no  desconoce  (SSTC L08 /L984 .  L76 /L

245/199L,  ent re ot ras)  tos efectos de la  jur isprudencia

TEDH, la cual ha de preeidir la interpret,ación de lae

tuteladoras de l -oe derechos fundamentales (art ,  L0.2

c.E. ) .  No cabe, s in embargo, apreciar la v io lación de

doctrina, oi de norma alguna de la Constitución, pues no

irregularidad en eI procedimiento de int,ervención telef

con l leva  Ia  v io lac ión  de l  a r t .  L8 .3  C.E. ,  s ino  tan

aquellas que supongan una vulneración del derecho fund

aI secreto de las comunicaciones.

88 ,

del-

s

1a

cha

rca

lo

ta l

Dicha vioLación no se aprecia en el  presente caso, Ya
que Ia intervención telefónica se efectuó, como pone de relieve

la Sentencia del Tribunal Supremo impugnada, mediante resolu-

ción judicial motivada en Ia que E¡e determinó el hecho punible

(muy grave, dado el reproche social de la conducta) causante de

Ia intervención, €1 número de teléfono intervenido y e1

destinatario de la int,ervención t,elefónica. Se ha observado,

pues ,  lo  p receptuado en  e l  a r t .  L8 .3  C.E.
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En cualquier caso, parece obvia la falta absolut,a de

relevancia de1 presente recurso de amparo, como ae inf iere de

Ia argument,ación de La Sentencia del Tribunal Supremo (Vid.

Fundamento Jurfdico 11s). Efectivamente, Ia estimación hipoté-

t ica de lo que ae alega al respecto en Ia demanda no Lraerfa

como consecuencj-a ]a anulación de las Sentenciae, condenatoria,

de Ia Audiencia, y desestimatoria, del recurso de casación,

cuanto que el fundamento de la condena viene determinado,

sóIo por el resultado de las grabaciones teLefónicas sino,

muy especialmenter por la declaración de1 t,estigo don Jav

Garcla Pérez, extremo que subraya La Sentencia de la Audien

Provincial de Valencia, consignando La fuerza de convicción {eI
t.estimonio en cuestión. Asf pues, aunque las grabaciones t"J|+-

fónicas ae reputaran i lfcitasr €n razón de las irregular

que se afirman, €1 pronunciamiento condenatorio mantendrfa l$u
fundamento en el testimonio aludido, sobre cuya valoración lf io
es Lfcito entrar a través de este recurso, testimonio que,

es evidenter Eie produce al margen de Lae grabaciones y con 1b-
soLuta independencia, por 1o que no const,ituirá prueba prohi$i-

da alguna, como señal-a en su Fundamento Jurfdico L3e la Sentfn-

cia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo y pone de manif i fs-

to el Ministerio Fiscal. En definit iva, exiet,ió prueba de

suficient,e para considerar destrufda Ia preeunción que eI defe-

cho fundamental  uex'  ar t , .  24.2 C.E. comporta.

3.  Con referencia aL resto de las v io lac iones

cionaLes denunciadas, la Sala Segunda del Tribunal

u-
ya

indica en 1a Sentencia impugnada que eI caao no es coincidente

con el  l lamado "cago Naseiro",  como sost iene la actora,  yt  aun-

que la fundamentacién es demasiado parcar €B claro qlue 1a re-

currente no eetablece una comparación correcta a efectos cons-

titucionales: se trata de situaciones distintas, hechos diver-

sos, órganos igualmente distintos, que no permiten afirmar con

f undamento 1a existencia de " si-tuacionea efect,ivamente com-

parables " , como exige la doct,rina de est,e Alto Tribunal ( STC

76/L986, por todas),  como señala t ,ambién el  Minister io Fiscal .
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En este Sent,idor €s posible sost,ener que no han sido violados

1os arts.  L4 y 24 C.E. ya quer rro exist , iendo un derecho funda-

mental a una determinada extensión de la motivación judicial,

no corresponde a este Tribunal censurar cuantitativamente la

interpretación y aplicación del derecho, Di revisar Ia forma y

estructura de la resolución judicial, puesto que su función ae

Limita a comprobar si el razonamiento que contiene constituye,

lógica y jurfdicamente, suficiente motivación de Ia decisión

adoptada, cualquiera que sea su brevedad y concisión (SSTC

L74/1987 ,  75 /L988 ,  L84 /1988 ,  L4 /L99L  y  L75 /L9921 ,  inc luso  en

supuest,os de mot ivación por remisión (SSTC L46/L990, 27/L992|

L74 /L992  y  L50 /L993  y  AATC 688 /L986 ,  956 /L988  y  77 /L9931 .

Finalmente, la presunta quiebra del principio de lega-

I idad penal  (ar t .  25 C.E. )  no ae vis lumbra. La SaIa entendió

que los hechos debÍan tipif icarse como delito del art,. 390 del

Código Penal y 10 razona suficientemente, est,ando entonces ante

una cuest,j.ón de mera legalidad ordinaria que 6e engloba dentro

de las facuLtades de Los Tribunales ordinarios, a tenor del

contenido del art. 1L?.3 CE, quedando al margen de la competen-

cia de est,e Tribunal el examen de los posibles equivocaciones o

interpret,aciones jurfdicas que lae partee motejen de incorrec-

tas,  ya que no es una tercera instancia (AATC L6L/L984,

332 /L984 |  L04 /L985 ,  24s /L985  y  3L4 /L985r  por  todos) .

Por 1o expuesto, fa Sección acuerda la inaünisión del
present,e recurso de amparo y e1 archivo de lae act,uaciones.

Not,iffqueee a la representación de Ia recurrent,e y al

Minister io Fiscal .

Madrid, ocho de marzo de mil
,.'.
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